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1. INTRODUCCIÓN 

De los métodos de valoración que se recogen en las Directrices de la OCDE y 
en la normativa española sobre precios de transferencia, el método del margen 
neto transaccional es probablemente el que se aplica con mayor frecuencia para 
valorar las transacciones operativas entre las distintas entidades de los grupos 
internacionales. 

Como consecuencia de la creciente globalización, los grupos multinacionales 
han adoptado modelos de organización centralizados donde es habitual 
encontrar una entidad que opera como empresario principal y filiales con 
funciones rutinarias o de riesgo limitado que operan en distintos territorios. En 
estas estructuras, como más adelante se expone, tiene especial cabida el 
margen neto transaccional como método de valoración. 

Asimismo, se trata de un método de valoración que presenta ciertas ventajas. 
Por un lado, exige un estándar de comparabilidad menos riguroso que otros 
métodos. Por otro lado, la existencia de bases de datos con información 
financiera sobre empresas que operan en gran parte del territorio mundial facilita 
la valoración ofreciendo comparables. Por último, la flexibilidad que este método 
ofrece para definir indicadores de beneficio que reflejen la funcionalidad de las 
entidades que son objeto de valoración permite adaptar la metodología a las 
circunstancias del caso concreto.  

Sin embargo, la aplicación del margen neto transaccional no está exenta de 
conflictividad, la cual muchas veces no radica tanto en la selección del mismo 
como el más adecuado para la valoración de las operaciones llevadas a cabo 
por entidades rutinarias, sino en la definición correcta del indicador de beneficio 
o en la selección de los comparables más fiables.  

Con vistas a fomentar la seguridad jurídica y reducir las controversias en la 
aplicación de la metodología del margen neto a un tipo concreto de entidades, y 
con la finalidad de facilitar la valoración de las transacciones más comunes que 
tienen que abordar jurisdicciones con menores capacidades y recursos más 
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limitados, el Marco Inclusivo de la OCDE y el G-20 sobre la erosión de la base 
imponible y el traslado de beneficios han desarrollado, dentro del Pilar I, la 
medida conocida como Importe B. Se trata de una medida de implementación 
optativa para los países que consiste en la definición un enfoque simplificado 
que permite calcular una remuneración que se aproxima al principio de libre 
competencia para ciertas actividades básicas de comercialización y distribución 
mayorista.  

Si bien en el momento de escribir este artículo se desconoce la extensión que 
puede llegar a tener el Importe B (hasta el momento no ha sido adoptado por 
ningún país, aun cuando ha habido anuncios sobre su futura aplicación), un gran 
número de países ha mostrado su disposición a adoptar de manera generalizada 
el compromiso político de respetar el resultado del enfoque aprobado cuando 
sea aplicado por ciertas jurisdicciones denominadas covered jurisdictions, 
concepto que va más allá del de jurisdicción de baja capacidad. 

La definición, características y los principales elementos del margen neto 
constituyen los aspectos que van a ser objeto de desarrollo en los siguientes 
apartados, concluyendo con una descripción y una serie de reflexiones 
preliminares acerca de los trabajos desarrollados en el marco de la OCDE en 
relación con el Importe B.  

 
2. EL MÉTODO DEL MARGEN NETO TRANSACCIONAL 

2.1.  DEFINICIÓN EN LA NORMATIVA ESPAÑOLA Y EN LA DOCTRINA 
INTERNACIONAL 

La normativa doméstica española regula las operaciones vinculadas en el 
artículo 18 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades (LIS), el cual se desarrolla en algunos aspectos en el Real Decreto 
634/2015, de 10 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto 
sobre Sociedades (RIS). 

Por su parte, el Preámbulo de la LIS señala que el precepto que regula las 
operaciones vinculadas debe interpretarse en concordancia con las Directrices 
de Precios de Transferencia de la OCDE y con las recomendaciones del Foro 
Conjunto de Precios de Transferencia de la UE en la medida en que no 
contradigan lo expresamente señalado en dicho precepto o en su normativa de 
desarrollo.  

El artículo 18.4 de la LIS contempla, dentro de los métodos para la determinación 
del valor de mercado de las operaciones vinculadas, el precio libre comparable, 
el coste incrementado, el precio de reventa, el método de la distribución del 
resultado y el margen neto transaccional.  

Es el apartado e) de ese artículo el que define el método del margen neto 
transaccional como como “aquel por el que se atribuye a las operaciones 
realizadas con una persona o entidad vinculada el resultado neto, calculado 
sobre costes, ventas o la magnitud que resulte más adecuada en función de las 
características de las operaciones idénticas o similares realizadas entre partes 
independientes, efectuando, cuando sea preciso, las correcciones necesarias 
para obtener la equivalencia y considerar las particularidades de las 
operaciones”. 
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El párrafo 2.64 de las Directrices de la OCDE, por su parte, explica que dicho 
beneficio se determinará tomando como referencia, bien el indicador de beneficio 
neto que ese mismo contribuyente obtiene en operaciones comparables 
realizadas en el mercado libre (en el caso de disponer de comparables internos), 
bien teniendo en cuenta el margen neto que hubiera obtenido una empresa 
independiente en una operación comparable (si se recurre a comparables 
externos).  

2.2. CARACTERÍSTICAS  

2.2.1. Método basado en el resultado, indirecto y unilateral, que toma en 
consideración el beneficio neto. 

De las definiciones que se han expuesto en el apartado anterior se pueden 
extraer las principales características del método del margen neto transaccional.  

El método del margen neto se basa en el resultado de las operaciones 
vinculadas. Se trata ésta de una característica que comparte con el método de 
la distribución del resultado y que lo contrapone a los métodos basados en las 
transacciones. Así, a diferencia del precio libre comparable, el precio de reventa 
o el coste incrementado – que permiten determinar las condiciones de plena 
competencia sustituyendo directamente el precio de la operación vinculada por 
el de la no vinculada –, en el caso del método del margen neto transaccional la 
operación vinculada se valora a partir del beneficio que obtienen entidades que 
realizan transacciones comparables. Tal y como el párrafo 2.62 de las Directrices 
aclara, este método analiza los resultados derivados de una operación concreta 
entre empresas asociadas en lugar de analizar la propia operación.  

De este modo, el beneficio neto declarado por el contribuyente se contrasta con 
el obtenido por los comparables de cara a valorar si el mismo se adecúa al 
principio de libre competencia y a determinar si procede realizar un ajuste. En el 
caso de que así sea, el ajuste será la diferencia entre el beneficio neto declarado 
y el que se considera adecuado al principio de libre competencia a partir de los 
datos ofrecidos por los comparables. El precio de la operación vinculada se 
calculará partiendo del beneficio ajustado y teniendo en cuenta el resto de los 
ingresos y gastos de la cuenta de explotación. Esta forma de calcular la 
operación vinculada determina que se trate de un método de valoración indirecto.  

Por otro lado, haciendo referencia a otra de las clasificaciones que las Directrices 
contemplan, el método del margen neto es un método unilateral en el sentido de 
que es aplicable cuando una de las partes realiza todas las aportaciones únicas 
y valiosas que conlleva la operación vinculada mientras que la otra no realiza 
ninguna aportación que tenga tal consideración. También son métodos 
unilaterales el precio de reventa o el coste incrementado, siendo común a todos 
ellos el que solo es necesario analizar el indicador financiero de una de las 
partes. Esta característica diferencia los métodos unilaterales del método de la 
distribución del resultado, el cual tiene carácter bilateral, resulta un método fiable 
si cada parte realiza aportaciones únicas y valiosas y requiere información 
detallada de ambas partes de la operación.    

Por último, como su propio nombre indica, el margen neto transaccional adopta 
un indicador de beneficio que tiene en cuenta el beneficio neto, a diferencia del 
precio libre comparable que toma en consideración el precio de la transacción y 
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del precio de reventa y el coste incrementado, que son métodos que se basan 
en la comparación de los márgenes brutos de las transacciones.  

2.2.2. Ventajas e inconvenientes  

El carácter unilateral del margen neto transaccional y el tomar en consideración 
el beneficio neto en el indicador de beneficio constituyen las principales ventajas 
de este método. 

El hecho de que el precio de la operación vinculada se fije teniendo en cuenta 
únicamente el indicador de beneficio de una de las partes constituye una ventaja 
frente al método del reparto de beneficio, que requiere información 
particularmente detallada sobre ambas partes asociadas, de las cuales 
normalmente una, al menos, será extranjera.  

Sin embargo, ello no implica que en la aplicación del margen neto no sea 
necesario obtener información de la contraparte. Al contrario, la valoración 
siempre debe venir precedida por un análisis de comparabilidad, en el que 
resulta fundamental el análisis funcional de ambas partes de la operación de cara 
a definir de forma precisa la operación vinculada, determinar la caracterización 
las entidades que intervienen en la misma, seleccionar adecuadamente la parte 
objeto de análisis y contrastar que es el método de valoración más apropiado. 
También puede ocurrir que la parte cuyo indicador financiero proceda analizar 
sea la empresa extranjera, en cuyo caso será necesario contar con información 
suficiente para poder aplicar con fiabilidad el método a esa parte. Por último, aun 
cuando no tenga ninguna incidencia en la determinación del precio de la 
operación vinculada, puede resultar conveniente conocer el impacto que en las 
cuentas financieras de la contraparte tiene la determinación del precio a partir 
del indicador de beneficio de la parte objeto de análisis. 

Otra de las principales ventajas de este método es la menor sensibilidad del 
beneficio neto a diferencias en las características de los bienes objeto de la 
transacción (en contraposición al precio libre comparable) y a diferencias en las 
funciones (en contraposición a los métodos basados en márgenes brutos), por 
lo que las exigencias de comparabilidad pueden relajarse algo respecto de 
dichos métodos. Así lo explicita el párrafo 2.75 de las Directrices de la OCDE, el 
cual señala que los precios probablemente resulten afectados por las diferencias 
en los productos y los márgenes brutos por las diferencias en las funciones, pero 
los indicadores de beneficio neto se distorsionan menos por esas diferencias.  

Sin embargo, las Directrices también destacan ciertos inconvenientes de este 
método de valoración, como es la falta de información coetánea sobre 
operaciones no vinculadas en el momento de realizar la operación, la posible 
falta de información específica suficiente sobre los beneficios atribuibles a 
operaciones no vinculadas comparables, las dificultades que puede plantear el 
cálculo de los ingresos y gastos de explotación relacionados con las operaciones 
vinculadas para determinar el indicador de beneficio neto y el hecho de que los 
beneficios netos puedan verse afectados por factores que no están relacionados 
con los precios de transferencia.  

2.3.  EL MÉTODO DEL MARGEN NETO COMO EL MÉTODO MÁS 
APROPIADO 

A la hora de seleccionar el método para valorar una operación vinculada, tanto 
el artículo 18.4 de la LIS como el párrafo 2.2. de las Directrices de la OCDE 
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recogen la regla del método más apropiado atendiendo a las circunstancias 
concretas analizadas.  

Así, en ambos casos se señala que la corrección del método aplicable debe 
valorarse a la vista de tres circunstancias fundamentalmente:  

- la naturaleza de la operación vinculada determinada mediante un 
análisis funcional  

- la disponibilidad de información fiable sobre comparables no 
vinculados necesaria para la aplicación del método 

- y el grado de comparabilidad entre las operaciones vinculadas y no 
vinculadas, incluyendo la fiabilidad de los ajustes de comparabilidad que 
pudieran ser necesarios. 

2.3.1 La naturaleza de la operación vinculada.  

La naturaleza de la operación vinculada, determinada mediante el análisis 
funcional, es uno de los criterios a tener en cuenta a la hora de seleccionar el 
método de valoración más apropiado. Ello determina que, con carácter previo a 
la valoración de una determinada operación vinculada, sea necesario llevar a 
cabo la definición precisa de la operación, dentro de la cual resulta esencial el 
análisis de funciones, activos y riesgos que permitirá concluir la caracterización 
funcional de las entidades que participan en la transacción.  

Así, el marco de análisis en el que encuadrar una operación vinculada concreta 
que se pretende valorar debe partir de la comprensión del sector económico en 
el que opera el grupo multinacional, del conocimiento de la estructura y 
organización de todo el grupo multinacional y de la identificación del papel que 
desempeñan las distintas filiales en el mismo y las relaciones existentes entre 
las mismas. 

Una vez delimitado dicho marco de análisis deberá determinarse lo que las 
partes en la transacción hacen y las capacidades que aportan al negocio 
mediante un análisis funcional exhaustivo. Así, deberán identificarse las 
funciones con relevancia económica y las responsabilidades asumidas por las 
partes de la operación, los activos que utiliza o aporta cada una de ellas y los 
riesgos que asumen, teniendo en cuenta que la mayor o menor contribución de 
una entidad debe medirse en relación con los factores generadores de valor del 
sector en el que opera. 

En ese sentido, como se ha explicado con anterioridad, el método del margen 
neto transaccional se encuadra dentro de los denominados métodos unilaterales, 
definidos en el párrafo 2.65 de las Directrices de la OCDE como aquellos 
aplicables cuando “es una de las partes la que realiza todas las aportaciones 
únicas y valiosas que conlleva la operación vinculada mientras que la otra parte 
no aporta ninguna”.  

Es decir, el método del margen neto transaccional será aplicable cuando en la 
transacción que se esté analizando participe una entidad “plena” o con un nivel 
relativamente alto de funciones y riesgos y una entidad con un nivel 
relativamente bajo de funciones y riesgos, existiendo por tanto un desequilibrio 
patente en las funciones que realizan, los activos que detentan y los riesgos que 
asumen las partes. Así, desde el punto de vista teórico, una de ellas realizará 
funciones que constituyen contribuciones significativas y valiosas respecto de los 
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factores clave de la generación de valor del negocio, asumirá los riesgos 
relevantes del mismo y será titular y explotará intangibles únicos y valiosos, 
mientras que la otra parte realizará funciones simples o rutinarias, asumirá 
riesgos poco relevantes y no será titular de activos únicos y valiosos ni los 
explotará.  

Recurriendo a las denominaciones o “etiquetas” que es frecuente encontrar en 
la jerga de los precios de transferencia, se trataría de operaciones en las que se 
enfrentan entidades que se caracterizan como “distribuidor o fabricante pleno” o 
“empresario principal” con entidades caracterizadas como “distribuidor de riesgo 
limitado”1, “fabricante por contrato”2 o “prestador de servicios rutinarios”.  

Es necesario advertir que no existe una definición precisa de dichas 
denominaciones en las Directrices ni las mismas son aceptadas con carácter 
general. La realidad de los grupos multinacionales es compleja y estos pueden 
adoptar esquemas de funcionamiento muy diferentes, por lo que los perfiles 
funcionales que pretenden sintetizar dichas “etiquetas” pueden adoptar muchas 
variaciones y matizaciones y en muchos casos no será fácil calificar y determinar 
la relevancia de las funciones que desarrolla una determinada entidad. Por tanto, 
siempre habrá que estar a los hechos y circunstancias de cada caso.  

2.3.2. El grado de comparabilidad entre las operaciones vinculadas y no 
vinculadas y la disponibilidad de información fiable 

En la medida en que el precio libre comparable compara el precio facturado por 
bienes y servicios transmitidos o prestados en una operación vinculada con el 
precio facturado en una operación vinculada comparable en circunstancias 
también comparables, su correcta aplicación exige que no existan diferencias 
entre las operaciones que tengan un efecto importante sobre el precio o, si 
dichas diferencias existen, que se puedan definir ajustes precisos para eliminar 
dichos efectos. En ese sentido, no solo cualquier diferencia menor entre los 
bienes transmitidos puede tener un impacto sobre el precio de una transacción, 
sino también entre las funciones de las empresas que intervienen en la misma, 
a lo que se añade la dificultad de definir ajustes fiables que puedan neutralizar 
dichos efectos.  

Así, la no disponibilidad de comparables independientes que cumplan con las 
exigencias de comparabilidad requeridas por el precio libre comparable, en 
muchos casos determinará el descarte de este método de valoración para 
contrastar la adecuación al principio de libre competencia de las operaciones de 
compra o venta que puedan realizar entidades con un perfil de riesgo limitado.  

En la medida en que la principal fuente de información de comparables (salvo 
que existan comparables internos y los mismos constituyan la comparación más 
fiable) son las bases de datos, y que éstas recopilan la contabilidad presentada 
por las sociedades a los órganos administrativos correspondientes (por ejemplo, 
los Registros Oficiales), ofrecen información sobre los resultados de la actividad 
global de las empresas y no sobre transacciones. De este modo, el criterio de 

 
1 Las Directrices de la OCDE solo recogen el concepto de entidad de riesgo limitado en el capítulo IX 

dedicado a las reestructuraciones empresariales. El párrafo 9.2 las define como empresas con un nivel 

relativamente bajo de funciones y riesgos y las contrapone frente a empresas “plenas” o con un nivel 

relativamente alto de funciones y riesgos.  
2 El párrafo 7.40 de las Directrices, dentro del capítulo VII dedicado a los servicios intragrupo, se refiere 

a la fabricación por contrato como un ejemplo de servicio que puede prestarse entre vinculadas. 
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selección del método más apropiado que exige disponer de información fiable 
apuntará, cuando sea necesario recurrir a bases de datos, al método del margen 
neto como método preferible frente a los métodos del coste incrementado y del 
precio de reventa. Éstos últimos, además de exigir información sobre 
transacciones individuales, se basan en el contraste de márgenes brutos, 
magnitud que requiere la delimitación de los costes a incluir en su determinación, 
siendo esa una tarea compleja en algunos casos, tal y como se explica en el 
párrafo 2.54 de las Directrices.3 
 
3. ELEMENTOS DEL MARGEN NETO TRANSACCIONAL 

3.1. LA PARTE OBJETO DE ANÁLISIS  

En los métodos unilaterales resulta esencial el concepto de parte objeto de 
análisis (también denominada habitualmente por su concepto inglés tested 
party), que será aquella respecto de la que se analiza el indicador financiero a 
partir del contraste del mismo indicador financiero en comparables 
independientes.  

Indica el párrafo 3.18 de las Directrices de la OCDE que la selección de la parte 
objeto de análisis debe tener en cuenta el análisis funcional de la operación y 
será normalmente aquella parte de la transacción cuyo análisis funcional resulte 
menos complejo.  

Esta última idea se ejemplifica en el párrafo 3.19, el cual analiza la transacción 
de venta de un producto entre una entidad A que lo fabrica y la entidad B que lo 
vende, siendo A y B entidades vinculadas. Si en ese caso se dan las 
circunstancias para aplicar un método unilateral, resultará esencial determinar si 
la parte objeto de análisis es la entidad fabricante o la entidad distribuidora. Ello 
condicionará tanto el indicador financiero que debe ser contrastado como la 
comparabilidad que debe emplearse para ello.  

De acuerdo con el ejemplo, en el caso de que A fabrique el producto utilizando 
intangibles únicos que pertenecen a B y siguiendo las especificaciones técnicas 
de B y en la fabricación desempeñe funciones simples y no haga ninguna 
aportación valiosa y única, será A (fabricante) la parte objeto de análisis en la 
transacción. En ese caso, la valoración de la operación vinculada entre A y B se 
llevará a cabo contrastando el indicador de beneficio de A (por ejemplo, su 
margen neto sobre costes) y para ello se buscarán fabricantes comparables. 

Sin embargo, si A fabrica utilizando intangibles valiosos (como marcas 
comerciales) que posee o explota y B interviene en la transacción como un 
distribuidor que únicamente desarrolla funciones simples y no hace ninguna 
aportación única y valiosa, lo habitual será que la parte objeto de análisis sea B 
(distribuidor). En ese caso, la valoración de la operación vinculada entre A y B 
se llevará a cabo contrastando el indicador de beneficios de B (por ejemplo, su 
margen neto sobre ventas) y para ello se buscarán distribuidores comparables.  

Junto con la condición de ser la parte de la operación vinculada con la 
funcionalidad más sencilla, el párrafo 3.18 exige asimismo que la parte objeto de 

 
3 El párrafo 2.54 de las Directrices de la OCDE referido al coste incrementado explica que, desde el punto 

de vista teórico, el margen bruto se calcula teniendo en cuenta los costes directos e indirectos de producción 

y dejando fuera los gastos de explotación, por lo que puede ser difícil trazar una línea precisa entre esas tres 

categorías de gastos, dadas las diferencias en las prácticas contables de los países.  
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análisis sea aquella entidad a la que puede aplicarse el método de determinación 
de precios de transferencia con más fiabilidad y para la que existan comparables 
más sólidos. Normalmente ambas condiciones se van a cumplir en la misma 
entidad, ya que una funcionalidad compleja será más difícil que se pueda 
plasmar en una comparabilidad que unas funciones más simples y concretas.  

3.2. VALORACIÓN CONJUNTA O SEPARADA. SEGMENTACIÓN. 

En la medida en que el método del margen neto transaccional determina el valor 
de las operaciones vinculadas a partir del beneficio neto que se deriva de las 
mismas, resulta necesario identificar dicho beneficio cuando el mismo no se 
corresponda con el resultado global de la empresa.  

Las Directrices de la OCDE son claras al establecer en el párrafo 3.9 que el 
principio de libre competencia debe aplicarse operación por operación, aun 
cuando este principio general se excepciona en algunos supuestos.  

Una excepción que se contempla al principio de valoración separada de las 
transacciones es el caso en que, llevándose a cabo varias operaciones por la 
parte analizada, éstas se encuentren tan estrechamente ligadas entre sí o su 
continuidad esté tan marcada que no puedan valorarse adecuadamente por 
separado. Como ejemplo de ello plantean las Directrices, entre otros, los 
contratos a largo plazo para el suministro de bienes y servicios, los derechos de 
uso de activos intangibles o la determinación del precio de un conjunto de 
productos muy similares cuando es impracticable la determinación del precio de 
cada producto o de cada operación. 

Otro caso en que procedería la valoración conjunta es el de las operaciones que 
se rigen por el criterio de cartera de producto, entendiendo por tal la estrategia 
empresarial consistente en que un contribuyente reagrupa ciertas operaciones a 
fin de obtener un beneficio apropiado en el conjunto de ellas. Un ejemplo de ello 
podría ser la comercialización de impresoras y cartuchos, donde la impresora se 
comercializa con un precio bajo o incluso con pérdidas dado que su venta genera 
la demanda de los cartuchos que se comercializan por el mismo contribuyente 
con un beneficio elevado. 

Ahora bien, fuera de las excepciones contempladas en el párrafo 3.9, las 
transacciones deben valorarse de manera separada, lo que requerirá en algunos 
casos llevar a cabo con carácter previo a la valoración una segmentación de las 
cuentas financieras de la entidad tomada como parte objeto de análisis. 

Así, puede ser necesario segmentar, dentro del resultado global de una empresa, 
el beneficio que se deriva de las operaciones vinculadas del beneficio que 
procede de las operaciones no vinculadas. Será el caso en el que, por ejemplo, 
un fabricante venda parte de su producción a entidades vinculadas y parte a 
independientes, o si una entidad distribuidora compra productos a empresas 
asociadas y, al mismo tiempo, a proveedores independientes. Las compras o 
ventas a independientes se realizan, por definición, a precios de mercado, por lo 
que es necesario aislarlas de aquellas transacciones que deben ser objeto de 
valoración. 

También puede darse el caso de que una entidad realice varias operaciones 
vinculadas y cada una de ellas, atendiendo a sus características específicas o a 
las funciones, activos y riesgos que asume la entidad al desarrollarlas, se deba 
valorar con un método de valoración distinto o, valorándose con el margen neto, 
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proceda aplicar un indicador de beneficio diferente. Será necesario identificar los 
ingresos y gastos asociados a cada una de las operaciones vinculadas para 
determinar el beneficio obtenido en relación con cada una de ellas y contrastar 
su adecuación al principio de libre competencia con la metodología más 
adecuada en cada caso. Se trataría del supuesto de una entidad que realice una 
actividad de fabricación y, junto con ella, una actividad de distribución de unos 
productos diferentes a los fabricados y, en la primera, venda los bienes 
producidos a una entidad vinculada, mientras que, en la segunda, compre 
productos a otra entidad vinculada para su distribución. También podría darse la 
situación en la que una distribuidora que compra productos a una entidad 
vinculada los vende a grandes clientes y a pequeños consumidores y la 
funcionalidad en cada uno de los casos sea sustancialmente diferente, de 
manera que el indicador de beneficios que proceda aplicar sea distinto en cada 
caso.  

Aun cuando puede no ser sencillo llevar a cabo una segmentación de las cuentas 
de una entidad en algunos casos, la misma es necesaria para la correcta 
valoración de las operaciones vinculadas. 

3.3. EL INDICADOR DE BENEFICIO 

El indicador de beneficio es la relación que existe entre el beneficio neto derivado 
de las operaciones vinculadas (numerador) y una magnitud de la empresa – por 
ejemplo, sus ventas, costes o activos – que debe constituir una base adecuada 
atendiendo a la naturaleza de la operación vinculada determinada mediante el 
análisis funcional (denominador).  

La definición y la identificación del indicador de beneficio en cada caso resulta 
un elemento fundamental de la aplicación del método del margen neto ya que va 
a ser, junto con la comparabilidad, uno de los elementos determinantes de la 
valoración, por lo que debe delimitarse adecuadamente. Las Directrices de la 
OCDE, en el párrafo 2.82, determinan que la selección del indicador de beneficio 
debe seguir las mismas pautas que rigen la selección del método de valoración 
más adecuado.  

3.3.1. El numerador  

El beneficio neto que se recoja en el numerador del indicador de beneficio debe 
referirse a los elementos relacionados con la operación vinculada, ya sea directa 
o indirectamente. A ello habrá servido la segmentación de las cuentas a la que 
se ha hecho referencia con anterioridad.  

Además, los ingresos y los gastos que se tengan en cuenta para el cálculo de 
dicho beneficio neto deben tener carácter operativo y estar relacionados con la 
explotación de dicha actividad, tal y como indica el párrafo 2.86 de las Directrices 
de la OCDE. En virtud de ello, se excluirán tanto los impuestos sobre la renta 
como el resultado financiero. Los gastos financieros dependen de las decisiones 
sobre en qué medida los activos de una empresa se financian con deuda y no 
con capital y, de hecho, empresas con una actividad operativa similar pueden 
adoptar muy diferentes posturas en relación con cómo financiar su actividad. Así, 
el tomar en consideración los resultados financieros a la hora de valorar el 
resultado de libre competencia de la explotación, además de contaminar la 
actividad operativa con decisiones ajenas a la misma, distorsionaría el contraste 



 
 

10 
 

con los comparables. Es por ello que el resultado financiero debe analizarse de 
forma independiente al resultado de explotación. 

También deben excluirse del indicador de beneficio los elementos excepcionales 
y extraordinarios de naturaleza no recurrente. En ocasiones puede ser dudoso 
cuándo un elemento relacionado con la explotación de la actividad es 
excepcional y extraordinario. Así, según las circunstancias del caso, el cierre de 
una actividad impuesto por una reorganización global de la multinacional en la 
que se encuadra el contribuyente podría considerarse que reúne dichas 
características. Sin embargo, ajustes de personal que buscan adaptar la 
empresa a posibles cambios en las circunstancias del mercado no 
necesariamente lo serán. En cualquier caso, para excluir un determinado 
elemento del indicador debe asimismo darse la circunstancia de la no recurrencia 
de dicho gasto o ingreso. 

En el caso de que se considere que un elemento excepcional y extraordinario 
debe excluirse del indicador de beneficio, ello no implica automáticamente que 
deba ser soportado por la entidad objeto de análisis. En esos casos, el análisis 
de si la asunción del gasto es coherente con la caracterización funcional y con 
los riesgos que se controlan por el contribuyente determinará la necesidad o no 
de su reembolso por una entidad vinculada.  

3.3.2. El denominador  

Recordando las pautas que deben regir la selección del método más apropiado, 
también a la hora de seleccionar el indicador de beneficio y, en particular, su 
denominador, es necesario tener en cuenta la naturaleza de la operación 
vinculada determinada mediante el análisis funcional. Así lo indican los párrafos 
2.92 y 2.93 de las Directrices de la OCDE.   

Así, el denominador del indicador de beneficio debe ser una magnitud 
representativa del valor de las funciones desempeñadas por la parte objeto de 
análisis en la operación, teniendo en cuenta los activos utilizados y los riesgos 
asumidos.  

Por otro lado, el denominador debe ser una magnitud independiente.  

3.3.2.1. Una magnitud representativa del valor añadido por la parte objeto de 
análisis  

A la hora de identificar la magnitud que debe constituir el denominador del 
indicador de beneficio, cabe recordar que la parte objeto de análisis en la 
aplicación del método del margen neto será la entidad con el análisis funcional 
menos complejo y, de acuerdo con la definición de este método, no debe ser una 
entidad que realice contribuciones únicas y valiosas. 

Las Directrices se refieren a algunas actividades de manera expresa y las 
asocian con ciertos indicadores de beneficio. 

Así, el párrafo 2.96 indica que con frecuencia se recurre al indicador de beneficio 
neto dividido por las ventas para determinar el precio de plena competencia de 
las adquisiciones a una empresa asociada para su venta posterior a clientes 
independientes. Es decir, en el caso de que la tested party sea una distribuidora, 
su función principal se referirá probablemente a la captación y al mantenimiento 
de clientes, ofreciéndoles un servicio satisfactorio. En virtud de ello, las ventas 
podrían ser una base adecuada para valorar las actividades de comercialización.  
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Por su parte, si la tested party fuera una entidad fabricante, su principal función 
consistirá en fabricar los productos que se le hayan encargado de forma 
competente y ateniéndose a las instrucciones y especificaciones recibidas. Así, 
el valor que aporta una entidad fabricante por contrato normalmente residirá en 
la gestión adecuada de los costes en los que incurre, como la materia prima que 
transforma, la mano de obra encargada de la producción, el mantenimiento y la 
depreciación de la maquinaria y los equipos productivos, el alquiler o la 
amortización de las instalaciones y los costes de suministros. Por tanto, los 
costes totales podrían serán un denominador apropiado. Lo mismo ocurrirá con 
entidades prestadoras de servicios.  

Ahora bien, tratándose de actividades de fabricación o determinados servicios 
de infraestructura que requieren de mucho capital, los activos de explotación 
podrían plantearse como un indicador alternativo cuando reflejen el valor 
añadido por la parte objeto de análisis.  

3.3.2.2. Coherencia con el indicador de beneficio de los comparables  

Las Directrices de la OCDE destacan la necesidad de que el denominador pueda 
calcularse de forma fiable y coherente a nivel de las operaciones vinculadas del 
contribuyente y a nivel de las operaciones comparables. 

La magnitud representativa de las funciones de la tested party – que se habrá 
seleccionado como denominador – va a determinar las partidas que van a ser 
objeto de remuneración en la misma por ser aquellas sobre las que aporta valor 
la entidad. Para determinar dicha remuneración es necesario calcular el margen 
de beneficio que obtienen entidades independientes sobre la misma magnitud, 
pues de lo contrario la comparación estará distorsionada. 

Esta necesidad de coherencia en los comparables puede plantear importantes 
dificultades que las propias Directrices abordan. 

En el caso de que se tomen las ventas como denominador del indicador de 
beneficio, el párrafo 2.97 se refiere a la problemática que puede surgir en relación 
con las bonificaciones y los descuentos ofertados a clientes en la medida en que, 
dependiendo de los criterios contables que se apliquen, dichas partidas pueden 
considerarse menores ingresos o mayores gastos. Las Directrices de la OCDE 
no dan una solución al respecto, pero sí indican que, en el caso de que dichos 
elementos afecten sustancialmente a la comparación, deberá atenderse a la 
existencia de coherencia entre la parte objeto de análisis y los comparables.  

Ahora bien, quizá los mayores problemas de coherencia en el indicador de 
beneficio se producen cuando se toman los costes como denominador del mismo 
y a ello se refieren las Directrices extensamente.  

Así, el párrafo 2.99 de las Directrices parte de que, al aplicar el método del 
margen neto transaccional sobre la base de los costes, suele recurrirse a costes 
completos, lo que engloba costes directos e indirectos imputables a la actividad 
o la operación, junto con la asignación de los costes generales de administración 
de la empresa. En ese caso, y siempre teniendo en cuenta las limitaciones en la 
información disponible sobre los comparables que ofrecen las bases de datos, la 
coherencia no plantearía grandes dificultades, ya que el indicador de beneficio 
de las entidades independientes se podría calcular fácilmente tomando en 
consideración los costes totales de su actividad que estarán reflejados en sus 
cuentas. 
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Sin embargo, podría darse el caso de que, tras el análisis funcional, se concluya 
que solo unos determinados gastos de la entidad objeto de análisis son 
representativos de las funciones desarrolladas por la misma. Así, podrían existir 
ciertos costes incurridos por la entidad respecto de los que se entienda que solo 
deben ser objeto de refacturación sin reconocer una remuneración sobre los 
mismos. Dicha circunstancia podría plantearse cuando la entidad analizada 
subcontrata ciertas actividades siempre que, de acuerdo con la definición precisa 
de la operación, sea evidente que la entidad no aporta valor por no realizar 
ninguna función significativa respecto de ellos.  

Las Directrices abordan esta problemática en el párrafo 2.99 cuando señalan 
que el tratar una parte de los costes como costes repercutidos sin margen 
dependerá de hasta qué punto una parte independiente en condiciones 
comparables hubiera estado de acuerdo en no aplicar margen alguno sobre una 
parte de los costes en los que hubiera incurrido y remiten la respuesta al análisis 
funcional.  

La siguiente dificultad que se plantea en estos casos es cómo abordar esa 
circunstancia en los comparables. Y las Directrices recuerdan que, dado que es 
necesario comparar los iguales entre sí, si los costes repercutidos sin margen se 
excluyen del denominador de beneficio neto del contribuyente, los costes 
comparables deberán excluirse también del denominador del indicador de 
beneficio neto comparable.  

Por último, también cuando se adoptan los activos de explotación como 
denominador del indicador de beneficio surgen problemas de coherencia con los 
comparables. Así, en el caso de optar por tomar los valores contables de dichos 
activos, dado que los ritmos de amortización entre la parte objeto de análisis y 
los comparables pueden variar, la comparación puede estar distorsionada. 
Asimismo, habrá empresas que hayan adquirido sus activos intangibles, 
mientras que otras pueden haber optado por su desarrollo interno. Por otro lado, 
en el caso de recurrir a valores de mercado de los activos, además de que la 
valoración de los activos de la tested party puede ser muy costosa, la valoración 
a mercado en los comparables no se reflejará en sus cuentas.  

3.3.2.3. El denominador debe ser una magnitud razonablemente independiente  

Otra condición que debe cumplir el denominador del indicador de beneficio, de 
acuerdo con el párrafo 2.94, es ser independiente o razonablemente 
independiente.  

Ello determina que en ningún caso pueda constituir el indicador de beneficio la 
operación vinculada cuyo valor se trata de contrastar. Así, como ejemplifican las 
Directrices de las OCDE, no cabe ponderar la operación vinculada consistente 
en la adquisición de bienes por un distribuidor a una empresa asociada a partir 
del coste de los bienes vendidos. Tampoco cabría valorar la venta de bienes 
fabricados por una entidad a una empresa asociada tomando como denominador 
del indicador de beneficio las ventas.  

En ocasiones, puede ocurrir que en la magnitud que se considere representativa 
de las funciones de la entidad objeto de análisis haya ciertas partidas vinculadas. 
Así, al valorar a una entidad fabricante podría darse el caso de que en los costes 
totales que constituyen el denominador hubiera algún coste vinculado (por 
ejemplo, costes de servicios recibidos o pagos de alquiler). En ese caso, habría 
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que verificar, bien que dichos costes no afectan significativamente al 
denominador, bien que son conformes con el principio de libre competencia. Esto 
último puede requerir valorarlos de forma previa a la operación vinculada 
principal que los incluye de acuerdo con la metodología de valoración que pueda 
ser más adecuada.  

3.3.3. La Ratio Berry  

La Ratio Berry es un indicador de beneficio que se define como el cociente entre 
el beneficio bruto y los gastos operativos. Se trata de un indicador respecto del 
que las Directrices de la OCDE manifiestan su preocupación por el hecho de que 
se recurra al mismo cuando no es apropiado.  

3.3.3.1 El origen de la Ratio Berry 

No es hasta la versión de 2010 de las Directrices de la OCDE cuando la Ratio 
Berry se introduce en las mismas como un indicador de beneficio dentro del 
método del margen neto operativo. Sin embargo, ya en los años 60 se había 
utilizado este indicador en la práctica y, en particular, fue a raíz del caso E.I. 
DuPont de Nemours & Co Vs. United States, en 1979, cuando se dio a conocer 
el mismo de manera generalizada y se acuñó el término por el que hoy en día se 
conoce. 

La administración americana regularizó los precios de transferencia de esta 
multinacional del sector químico en los ejercicios 1959 y 1960. La multinacional 
había constituido en Suiza una entidad de nueva creación, DuPont International 
SA (DISA), con dos finalidades. Por un lado, tener una presencia Europa, de 
manera que esta entidad representara al grupo en ferias internacionales y 
proporcionara inteligencia de marketing básica relativa a Europa. Por otro lado, 
de cara a contar en su estructura con un superdistribuidor que canalizara las 
ventas de productos desde Estados Unidos a las filiales europeas para su 
transformación y/o comercialización, sin adquirirlas físicamente. Por su 
intermediación, DISA obtenía una remuneración de, aproximadamente, el 20% 
de los productos comprados a su matriz. La Administración americana entendió 
que dichos beneficios eran excesivos y regularizó los precios de transferencia. 
La entidad recurrió ante la Corte estadounidense (United States Court of Claims) 
y el Internal Revenue Service designó al Dr. Charles Berry, un prestigioso 
economista del que el indicador de beneficio recibe su nombre, como experto 
independiente en el caso ante los Tribunales. 

Años después, el propio Charles Berry publicó el artículo “Berry Ratios: Their 
Use and Misuse”4 donde describe su entendimiento de esta ratio y las razones 
por las que consideró que procedía aplicarla al caso Du Pont, además de criticar 
algunos usos indebidos del mismo. Dicho artículo resulta muy ilustrativo de cara 
a comprender las circunstancias que pueden aconsejar la aplicación de este 
indicador de beneficio.  

Charles Berry describe cómo, de cara a valorar si los precios de venta de los 
productos a las filiales se habían visto afectados o distorsionados por la 
intermediación de la filial suiza, en primer lugar, era necesario identificar 
adecuadamente las funciones que desarrollaba la entidad. Realizado dicho 
análisis, el consultor identificó tres vertientes en la funcionalidad de DISA: 

 
4 Véase BERRY (1999) 
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actividades de consultoría de investigación de mercado, publicidad y ciertas 
actividades relativas a la distribución.  

A continuación, analizó los márgenes de entidades con funciones similares de 
cara a compararlos con los márgenes obtenidos por DISA en cada una de las 
diferentes vertientes funcionales identificadas. En las actividades de consultoría 
de investigación de mercado y publicidad, de cara a realizar el contraste, tuvo en 
cuenta el margen bruto obtenido en la reventa de los productos por DISA entre 
sus costes operativos equiparando, por un lado, el margen bruto de DISA a los 
ingresos que los comparables obtenían por los servicios de consultoría y de 
publicidad y, por otro lado, los costes operativos de DISA a los costes totales de 
las entidades independientes. Y ello por cuanto consideró que la retribución de 
DISA debía estar vinculada a los servicios que ésta prestaba y no al valor de 
mercado de los productos distribuidos. En relación con los comparables de 
distribución tomó igualmente el margen bruto sobre sus costes operativos, 
excluyendo intereses y otras partidas no relacionadas con la actividad. En esta 
última funcionalidad, Berry también entendió que DISA era un prestador de 
servicios y no una entidad comercializadora, por lo que debía obtener un 
rendimiento adecuado a las funciones desarrolladas, las cuales se reflejaban en 
los gastos operativos incurridos. 

Las tres comparabilidades ofrecían márgenes muy por debajo de los obtenidos 
por la entidad suiza, por lo que concluyó que procedía ajustar los precios 
declarados. 

En definitiva, Charles Berry consideró que el indicador margen bruto sobre 
gastos operativos operaba como una variante del método del coste 
incrementado en entidades cuyas funciones consistían en una mera prestación 
de servicios y no incidían de ninguna manera en los bienes vendidos. El propio 
Charles Berry en su artículo advierte que este indicador solo es apropiado para 
valorar un grupo muy restringido de distribuidores y que su uso en otras 
circunstancias podía llevar a resultados erróneos. Así, insiste en que, para su 
aplicación adecuada, resulta crítico que los gastos operativos del distribuidor 
representen todas las actividades de valor añadido desempeñadas por la parte 
objeto de análisis.  

3.3.3.2 La Ratio Berry en las Directrices de la OCDE 

La doctrina que se acaba de exponer se refleja en los párrafos 2.106 a 2.108 de 
las Directrices de la OCDE cuando contemplan la Ratio Berry como un posible 
indicador de beneficio del método del margen neto transaccional. Si bien puede 
parecer contradictorio considerar la Ratio Berry una variante del indicador de 
beneficio del método del margen neto – al referirse el numerador de esta ratio al 
margen bruto –, por un lado, se trata de un indicador aplicable para valorar 
actividades y no transacciones; por otro lado, una operación matemática sencilla 
(sustituir el beneficio bruto por la suma de gastos operativos y el resultado de 
explotación) permite concluir que la Ratio Berry es igual a la unidad más el 
cociente entre el margen neto y los gastos operativos.  

En línea con las circunstancias antes señaladas en las que Charles Berry 
consideró apropiado utilizar este indicador de beneficio, las Directrices señalan 
que la aplicación de este indicador procedería si se cumpliera lo siguiente 
(párrafo 2.107): 
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- Que el valor de las funciones desempeñadas en la operación 
vinculada sea proporcional a los gastos de explotación. 

- Que el valor de las funciones no esté sensiblemente afectado por 
el valor de los productos distribuidos, es decir, que no sea proporcional a 
las ventas 

- Que el contribuyente no lleve a cabo en las operaciones vinculadas 
ninguna otra actividad importante que deba remunerarse mediante otro 
método o indicador financiero. 

Las dos primeras condiciones exigen que los gastos operativos representen 
todas las actividades de valor añadido desempeñadas por la parte objeto de 
análisis, de manera que ésta no debería realizar funciones que faciliten o 
contribuyan a la generación de las ventas. Así, debería existir una relación 
directa entre las funciones y los gastos de explotación y no entre las funciones y 
las ventas de manera que, si se observara que mayores funciones de la entidad 
redundan en mayores ingresos – lo que podría manifestarse en una relación 
proporcional entre los gastos de explotación y las ventas –, probablemente no 
sería el indicador más adecuado.  

La tercera condición excluye la aplicación de la Ratio Berry, por ejemplo, a 
entidades con funciones intensivas en capital o que desarrollen algún tipo de 
transformación de los bienes. 

Atendiendo a todo lo anteriormente expuesto, cabría afirmar que el ámbito de 
aplicación más claro de la ratio Berry se encuentra en las actividades de 
intermediación, en las que un contribuyente adquiere bienes a una empresa 
asociada y los vende a otra empresa asociada. En dichos casos no sería 
aplicable un precio de reventa, al no existir un precio de venta independiente; 
tampoco el coste incrementado sería apropiado, dado que los costes de los 
bienes comprados son vinculados. Los gastos operativos, sin embargo, sí serían 
una magnitud independiente y constituirían el indicador de beneficio adecuado 
siempre que el valor de las funciones desempeñadas por el intermediario se 
reflejara en los mismos y que dichas funciones no facilitaran o incidieran de algún 
modo sobre las ventas.  

Actualmente es frecuente encontrar en grupos multinacionales entidades que 
adoptan la forma de “hubs” centralizados que prestan servicios de 
aprovisionamiento y, en ocasiones, de marketing, así como otro tipo de entidades 
intermedias que presentan una funcionalidad limitada y que se sitúan entre dos 
entidades vinculadas. Si dichas entidades no aportaran valor en relación con los 
bienes que adquieren de una entidad vinculada ni asumieran ningún riesgo sobre 
los mismos, podría ser razonable que su remuneración se aplicara sobre sus 
funciones con valor añadido, que se sintetizarían en los costes operativos.    

En cualquier caso, una de las dificultades que plantea este indicador de beneficio 
es su sensibilidad a la clasificación de los costes como costes de explotación o 
como costes de los bienes vendidos, lo que puede plantear problemas de 
comparabilidad al ser necesario eliminar los costes de los aprovisionamientos de 
los datos financieros de los comparables y dado que pueden existir diferencias 
contables que afecten a la clasificación de los costes.  

3.4. LA COMPARABILIDAD 
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En cualquiera de los métodos de valoración contemplados en las Directrices, la 
comparabilidad constituye uno de los elementos centrales de la aplicación del 
principio de libre competencia. En la medida en que otro capítulo de esta obra 
se dedica a la comparabilidad, a continuación, se esbozarán únicamente unas 
ideas generales sobre cómo puede abordarse ésta cuando el método del margen 
neto se considera el más apropiado.  

Tal y como se explicita en el Capítulo III de las Directrices, la búsqueda de 
comparables constituye una parte del análisis de comparabilidad y no puede 
desvincularse ni aislarse de éste, sino que, más bien al contrario, es indisociable 
y debe fundamentarse y anclarse en las conclusiones del mismo. Así, la 
búsqueda de información fiable sobre comparables o, en el caso de llevarse a 
cabo la comprobación de un contribuyente, la revisión de la comparabilidad 
propuesta por éste será la última fase del proceso de aplicación de la 
metodología de valoración o de la comprobación.   

En la aplicación del método del margen neto, salvo que se identifique la 
existencia de comparables internos, se suele recurrir a bases de datos 
comerciales que recogen comparables externos. Estas bases de datos se nutren 
de las cuentas depositadas por las empresas en los Registros Oficiales de los 
diferentes países, ofreciendo los resultados financieros de las entidades con el 
desglose de las principales partidas contables. Ello permite valorar las 
actividades en las que inciden las operaciones vinculadas mediante el contraste 
del resultado declarado por el contribuyente – concretado en el indicador de 
beneficio que se considere más adecuado – con el beneficio ponderado por la 
misma magnitud que obtienen las entidades independientes que se consideran 
comparables. 

La búsqueda de comparables debe venir presidida por la idea de seleccionar 
comparables que reflejen, en la medida de lo posible, los factores de 
comparabilidad que se han considerado relevantes en el análisis las operaciones 
vinculadas, de manera que tanto los criterios de la búsqueda en virtud de los 
cuales se hayan identificado potenciales comparables como la depuración 
manual que se haga de los mismos debe apuntar a dichos factores.  

Como las Directrices destacan en varios puntos, la determinación de los precios 
de transferencia no es una ciencia exacta, por lo que, en particular, en la 
búsqueda de comparables la aspiración que debe perseguirse es la de lograr la 
aproximación más razonable posible basada en información fiable. 
 
4. EL IMPORTE B EN EL MARCO DE LOS TRABAJOS DEL PILAR I DE LA 

OCDE:  

4.1.  LOS TRABAJOS Y SU RESULTADO 

La declaración de 8 de octubre de 2021 sobre el Enfoque de dos pilares para 
abordar los desafíos fiscales derivados de la digitalización de la economía 
acordada por el Marco Inclusivo de la OCDE y el G-20 sobre la erosión de la 
base imponible y el traslado de beneficios (en adelante, el Marco Inclusivo) 
recoge, dentro del Pilar I, el denominado enfoque simplificado (por su 
denominación en inglés, simplified and streamlined approach) para actividades 
básicas de comercialización y distribución, medida conocida como Importe B. 
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Se trata de una medida que pretende una estandarización y simplificación de la 
remuneración de distribuidores que lleven a cabo actividades de 
comercialización y distribución básicas.  

Los objetivos que se pretendían alcanzar con la medida se centraban en el 
aumento de la seguridad jurídica y en la mitigación de los costes de cumplimiento 
para contribuyentes, así como en la reducción de las controversias relativas a la 
determinación de la remuneración de actividades básicas de distribución. La 
reducción de la litigiosidad, tanto entre Administraciones y contribuyentes como 
entre las propias Administraciones, debía permitir alcanzar una mayor eficiencia 
en la asignación de los recursos por parte de las Administraciones Públicas, que 
podrían centrar sus esfuerzos en casos más relevantes y complejos que los 
abordados por el enfoque simplificado. Por otro lado, el enfoque puso en todo 
momento especial atención en aquellas jurisdicciones que podían tener una 
menor capacidad al disponer de unos recursos más limitados.  

En noviembre de 2021 comenzaron los trabajos sobre el Importe B, los cuales 
se desarrollaron en reuniones conjuntas del WP6/MAP Forum y el Marco 
Inclusivo de la OCDE. Los mismos culminaron con la aprobación del informe 
“Pillar One – Amount B”5 que fue publicado en la página web de la OCDE a 
principios de 2024. Este informe se incorpora a las Directrices de la OCDE como 
anexo al Capítulo IV dedicado a procedimientos administrativos destinados a 
evitar y resolver controversias en materia de precios de transferencia.  

El informe detalla, por un lado, el ámbito de aplicación de la medida, identificando 
cuáles son las operaciones llevadas a cabo por distribuidores que pueden 
acogerse a la misma. Por otro lado, recoge la metodología aplicable para su 
valoración, indicando el método de valoración a aplicar y las reglas para la 
determinación del rendimiento que corresponde a estas entidades. Por último, 
se refiere a aspectos relativos a la documentación de las operaciones, certeza 
fiscal y doble imposición.  

El enfoque simplificado se ha adoptado como una medida de carácter voluntario 
para los países de manera que, si una jurisdicción opta por no aplicarlo, no solo 
no será aplicable a sus partes objeto de análisis residentes, sino que no se verá 
afectada por la misma aun cuando la jurisdicción de la contraparte de una 
operación vinculada lo haya adoptado. Sin embargo, los miembros del Marco 
Inclusivo han planteado la adopción de un compromiso político en virtud del cual 
se respetará el resultado que se deriva de la aplicación del enfoque simplificado 
a transacciones dentro de su ámbito de aplicación si la medida es aplicada por 
alguna de las jurisdicciones denominadas covered jurisdictions.  

4.2.  ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL IMPORTE B 

4.2.1. Transacciones de distribución mayorista  

El Importe B incluye en su ámbito de aplicación, por un lado, transacciones de 
compraventa de mercancías realizadas a una o más entidades vinculadas para 
su distribución mayorista a terceros independientes. También se aplica a 
transacciones de agentes comerciales y comisionistas que contribuyen a las 
ventas mayoristas a terceros independientes de una o más entidades asociadas.  

 
5 Véase OCDE (2024) 
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De esta definición cabe destacar, en primer lugar, que las actividades a las que 
se aplica la medida deben ser actividades de distribución. La sección del informe 
dedicada a las definiciones recoge el concepto de funciones básicas de 
distribución, entendiendo que son aquellas que típicamente son desarrolladas 
por distribuidores. Señala, a continuación, que podrán existir diferencias en 
función del modelo de negocio que se haya adoptado, haciendo así referencia a 
otro de los aspectos destacables del ámbito objetivo de la medida, como es el 
que el enfoque simplificado no solo se aplica a entidades que compran y venden 
mercancías, sino que incluye a agentes comerciales y comisionistas con una 
funcionalidad similar.  

En concreto, en el informe se detalla en qué consisten algunas de las funciones 
típicas de distribución, mencionando: 

- la compra de bienes para su reventa,  

- la identificación de nuevos clientes,  

- la gestión de las relaciones con los clientes,  

- la prestación de ciertos servicios postventa,  

- la implementación de actividades publicitarias o de marketing,  

- el almacenamiento de los bienes,  

- el desarrollo de funciones de logística, 

- la gestión de las órdenes de compras,  

- la facturación y el cobro.  

Por otro lado, el enfoque simplificado solo alcanza a la distribución mayorista, 
entendiendo por tal la distribución a cualquier cliente que no sea un consumidor 
final. Se excluye, por tanto, la distribución minorista. Sin embargo, si el 
distribuidor vende tanto a mayoristas como a minoristas y las ventas a minoristas 
no exceden del 20% de los ingresos totales, el distribuidor no se excluirá del 
Importe B y la remuneración de todas sus ventas se determinará de acuerdo con 
la metodología propia de esta medida.  

4.2.2. Entidades que no realicen aportaciones únicas o valiosas y no tengan una 
funcionalidad elevada  

Junto con las anteriores características, se definen dos requisitos adicionales 
que pretenden excluir de la medida a entidades que, bien realizan contribuciones 
únicas y valiosas, asumen ciertos riesgos económicamente significativos o son 
titulares de intangibles únicos y valiosos, bien presentan una funcionalidad 
cualificada. En concreto, se exige para la inclusión de una operación vinculada 
en el ámbito de aplicación del Importe B:  

- Que las características relevantes de la transacción impliquen que 
ésta pueda valorarse de manera fiable mediante la aplicación de un 
método de valoración unilateral, siendo el distribuidor, agente comercial 
o comisionista la parte objeto de análisis. 

- Que la parte objeto de análisis no incurra en gastos operativos por 
debajo del 3% o superiores al 20% o 30% (según decidan los países) de 
sus ingresos netos anuales.  



 
 

19 
 

Es decir, el ámbito del enfoque simplificado se define por referencia a aquellos 
casos en que resulta de aplicación un método unilateral de valoración. Como se 
ha expuesto en apartados anteriores, dicha circunstancia requiere que una de 
las partes de la transacción realice todas las aportaciones únicas y valiosas, 
mientras que la otra no debe realizar ninguna contribución de esas 
características. 

Sin embargo, el Importe B se ha planteado como una medida que debe aplicarse 
a un grupo de entidades más reducido que aquellas que podrían considerarse 
parte objeto de análisis en la aplicación del método del margen neto 
transaccional. Y este grupo más restringido de distribuidores se ha definido a 
partir de unas ratios concretas de gastos operativos sobre ingresos de la entidad, 
que operan a modo de límite máximo y mínimo de carácter excluyente. 

Así, la idea que parece subyacer en este criterio es que la funcionalidad de las 
entidades se ve reflejada en dichos gastos. De este modo, se espera que 
entidades con una funcionalidad elevada presentarán una ratio alta de gastos 
operativos sobre ventas y se excluirán del Importe B. A tal efecto, se deja libertad 
a los países para definir el límite máximo de esta ratio, que puede fijarse entre el 
20% y el 30%. Por otro lado, entidades cuya ratio de gastos operativos sobre 
ingresos sea inferior al 3% se entiende que presentarán una funcionalidad baja 
y también se excluirán de la medida.  

Quedando una transacción excluida del Importe B, parece que la mayor o menor 
funcionalidad de las entidades deberá reflejarse mediante un análisis de 
comparabilidad realizado de acuerdo con el Capítulo III de las Directrices.  

El recurrir a un criterio objetivo de funcionalidad basado en una magnitud 
concreta de gastos operativos es reflejo de la simplificación que persigue el 
enfoque simplificado. Ahora bien, en la medida en que no siempre unas partidas 
concretas de gastos reflejarán la funcionalidad de una entidad, sino que esta 
dependerá de los factores económicos relevantes y de los hechos y 
circunstancias que se den en cada caso concreto, la introducción del informe 
sobre el Importe B señala que se está trabajando en la definición de un criterio 
adicional opcional de carácter cualitativo que las jurisdicciones pueden elegir 
aplicar para identificar distribuidores básicos. Hasta el momento, no se ha 
publicado ningún criterio alternativo. 

4.2.3. Otras exclusiones del ámbito de aplicación de la medida 

Para completar el ámbito de aplicación del enfoque simplificado se excluyen, por 
un lado, las transacciones que se refieran a la distribución de bienes no tangibles, 
servicios o commodities.  

Asimismo, se exige que la entidad no desarrolle actividades diferentes de la 
distribución, salvo que se puedan valorar adecuadamente y de forma fiable de 
manera separada. El informe en este punto se refiere a actividades como la 
fabricación, la investigación y desarrollo, el aprovisionamiento o la financiación 
siempre que no sean incidentales. El mismo tratamiento recibirá la realización de 
actividades de distribución minorista por encima del 20%. 

Es decir, cuando concurran junto con la distribución mayorista otras actividades, 
el enfoque simplificado puede seguir aplicándose a las transacciones relativas a 
la distribución siempre que se lleve a cabo la segmentación de las cuentas de la 
entidad. La dificultad adicional que puede plantear la segmentación de 
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actividades en estos casos radica en que, dado que la metodología de valoración 
tiene en cuenta en varios elementos los activos de la entidad objeto de análisis, 
no solo será necesario segmentar los ingresos y los costes directos e indirectos 
asociados a la distribución, sino también las partidas de los activos que sean 
relevantes en relación con la transacción. 

4.3.  METODOLOGÍA DE VALORACIÓN 

4.3.1 Método de valoración 

El capítulo 4 del informe sobre el Importe B afirma que, teniendo en cuenta las 
características económicas relevantes de las transacciones que se incluyen en 
el enfoque simplificado, el método del margen neto transaccional se considera el 
método más adecuado. Excepcionalmente, se reconoce que el precio libre 
comparable basado en comparables internos podría en algún caso ser más 
fiable. Así se da entrada en la metodología a un segundo potencial método de 
valoración, aun cuando, en principio, no parece esperable que vayan a concurrir 
con frecuencia las circunstancias para su aplicación teniendo en cuenta los 
estándares de comparabilidad que el mismo exige y que las commodities (uno 
de los ámbitos donde el precio libre comparable adquiere cierta potencialidad 
para la valoración) se excluyen del ámbito de aplicación del enfoque simplificado.  

4.3.2. Determinación de la remuneración  

Para el caso general en que el margen neto sea el método aplicable, el Informe 
recoge una metodología propia que tiene como finalidad determinar la 
remuneración de las entidades incluidas en el enfoque simplificado.  

Esta metodología se basa en tres pasos que consisten en la aplicación de una 
matriz de resultados y en la realización de dos potenciales ajustes.   

1. La aplicación de la matriz de resultados:  

El enfoque simplificado recoge una matriz de resultados que se ha construido a 
partir de la información financiera de un set global de comparables seleccionados 
mediante una serie de criterios de búsqueda automáticos y tras una revisión 
manual de los mismos. 

La matriz tiene en cuenta tres factores: la intensidad en activos operativos 
(definida a partir de la ratio activos operativos sobre ventas), la intensidad en 
gastos operativos (definida a partir de la ratio gastos operativos sobre ventas) y 
la clasificación por industrias. La clasificación por industrias implica la 
identificación de tres grandes categorías que agrupan muy diversos productos. 
Tal y como se recoge en las definiciones, dichas categorías se han delimitado 
teniendo en cuenta la relación observada entre dichas industrias/productos y la 
rentabilidad obtenida por distribuidores de los mismos habiendo sido, por tanto, 
creadas en base a criterios estadísticos.  

De cara a determinar la remuneración que corresponde a una determinada 
tested party explica el informe que, en primer lugar, procede identificar la 
columna de la matriz – grupo de industria – que debe tomarse como referencia, 
la cual vendrá determinada por los productos que distribuye. En caso de que una 
entidad distribuya más de un producto y alguno de ellos (siempre que supere el 
20% de las ventas totales) se incluya en un grupo diferente, se calculará una 
media ponderada de los rendimientos correspondientes.  
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En segundo lugar, procederá determinar la fila a tomar en consideración. Para 
ello, procederá clasificar a la entidad atendiendo a la intensidad en los factores 
que presente. A tal efecto, se definen cinco clasificaciones diferentes que 
combinan la intensidad en activos operativos y la intensidad en gastos 
operativos. Una ratio de gastos operativos inferior al 10% determina que la 
clasificación de la tested party sea en todo caso la que atribuye menores 
rendimientos. Las otras cuatro clasificaciones se aplicarán, por tanto, 
únicamente si la ratio gastos operativos sobre ventas es superior al 10% y se 
definen a partir de diferentes niveles de la ratio de intensidad de activos 
operativos. 

Identificada la celda correspondiente a la tested party, la misma recoge el 
rendimiento que le corresponde expresado en términos de margen operativo 
sobre ventas, siendo por tanto éste el indicador que se considera adecuado a la 
vista de las funciones que desempeñan las entidades incluidas en el enfoque 
simplificado. A partir de dicho rendimiento se calculará el rango que se entiende 
consistente con el enfoque simplificado, añadiendo y sustrayendo 0,5% al 
porcentaje que figura en la celda correspondiente.  

2. Contraste basado en los gastos operativos (por su denominación 
en inglés Operating expense cross-check) 

Una vez determinado el rendimiento que corresponde a la parte objeto de 
análisis de acuerdo con el paso anterior, el resultado se somete a un contraste 
basado en los gastos operativos de la entidad, el cual opera a modo de 
rendimiento máximo y mínimo (cap-and-collar) a reconocer a la entidad.  

Para ello procede calcular el rendimiento sobre gastos operativos equivalente al 
rendimiento sobre ventas derivado de la aplicación de la matriz y, en caso de 
excederse el límite máximo correspondiente o si el rendimiento está por debajo 
del límite mínimo, el rendimiento se deberá ajustar a estos límites.   

 Los porcentajes máximos y mínimo se recogen en una segunda matriz. Se 
definen tres porcentajes máximos diferentes (70%, 60% y 40%) en función de la 
intensidad de los activos operativos de la tested party y un porcentaje mínimo 
del 10%. Por otro lado, partiendo de la consideración de que la aplicación del 
contraste podía afectar con mayor frecuencia a distribuidores que operan en 
jurisdicciones con menores niveles de renta, se reconocen porcentajes máximos 
superiores en el caso de que la jurisdicción de la tested party sea una qualifying 
jurisdiction a estos efectos. En particular, tienen dicha consideración aquellas 
jurisdicciones que, de acuerdo con la última clasificación del Banco Mundial de 
los países por niveles de ingresos, se incluyen en los grupos bajo, mediano bajo 
o mediano alto. El listado de países concretos a los que resulta de aplicación 
esta diferenciación se ha publicado en la página web de la OCDE6 y se 
actualizará cada cinco años. 

3. Mecanismo de disponibilidad de datos  

Este segundo ajuste pretende abordar aquellos casos en los que el set global de 
datos utilizado para la determinación de los resultados de la matriz no recoge 
información sobre una determinada jurisdicción o la que recoge es poco 

 
6 https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/support-materials/2024/02/pillar-one-amount-

b_41a41e1e/statement-qualifying-jurisdiction-definitions-section-5-2-section-5-3-simplified-streamlined-

approach.pdf 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/support-materials/2024/02/pillar-one-amount-b_41a41e1e/statement-qualifying-jurisdiction-definitions-section-5-2-section-5-3-simplified-streamlined-approach.pdf&g=MzUwMDg1ZGMxNzA5MjNmNA==&h=NDE1NjAyMTlhMGFhZmI0Njg2ODA4NzhmZTM4ZWU5MTcwZmVkNjRlM2Y4MmEyZmFlM2IwODVkZGVmMDQyNTFkYQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo5NTI3ZmIzM2Q5MTM1MTZkNWYzMjk3ZmY1ZTE5NGJlZjp2MTpwOlQ=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/support-materials/2024/02/pillar-one-amount-b_41a41e1e/statement-qualifying-jurisdiction-definitions-section-5-2-section-5-3-simplified-streamlined-approach.pdf&g=MzUwMDg1ZGMxNzA5MjNmNA==&h=NDE1NjAyMTlhMGFhZmI0Njg2ODA4NzhmZTM4ZWU5MTcwZmVkNjRlM2Y4MmEyZmFlM2IwODVkZGVmMDQyNTFkYQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo5NTI3ZmIzM2Q5MTM1MTZkNWYzMjk3ZmY1ZTE5NGJlZjp2MTpwOlQ=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/support-materials/2024/02/pillar-one-amount-b_41a41e1e/statement-qualifying-jurisdiction-definitions-section-5-2-section-5-3-simplified-streamlined-approach.pdf&g=MzUwMDg1ZGMxNzA5MjNmNA==&h=NDE1NjAyMTlhMGFhZmI0Njg2ODA4NzhmZTM4ZWU5MTcwZmVkNjRlM2Y4MmEyZmFlM2IwODVkZGVmMDQyNTFkYQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo5NTI3ZmIzM2Q5MTM1MTZkNWYzMjk3ZmY1ZTE5NGJlZjp2MTpwOlQ=
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representativa, entendiendo que dicha circunstancia concurre cuando haya 
menos de 5 comparables en el set. Además, se requiere que la jurisdicción tenga 
la consideración de qualifying jurisdiction a los efectos de dicho mecanismo, lo 
que se predica en este caso de jurisdicciones con un rating crediticio reconocido 
por una agencia de rating independiente igual o menor a BBB+. 

En estos supuestos, al porcentaje de margen operativo sobre ventas derivado 
de la matriz una vez aplicado el contraste de los gastos operativos, se le deberá 
añadir la remuneración que resulte de multiplicar los activos operativos de la 
entidad por el porcentaje que se fija en la tabla 5.3 del informe, el cual difiere 
según la categoría de rating crediticio soberano que corresponda a la 
jurisdicción. Los porcentajes oscilan entre el 0,3% para ratings BBB- y el 8,6% 
para rating CCC- o por debajo del mismo.  

La lista concreta de países que cumplen dichas circunstancias ha sido publicada 
y se prevé la actualización del listado cada cinco años7. 

Dada la complejidad que conlleva la metodología para determinar la 
remuneración de las transacciones incluidas en el enfoque simplificado, la OCDE 
ha publicado en su página web8 una herramienta de determinación automatizada 
de la remuneración (denominada “Pricing Automation Tool”) que busca facilitar 
los cálculos a los contribuyentes. Así, se ofrece un enlace a una hoja de cálculo 
en la que, al introducir los elementos y las variables concretas de la entidad 
cuyas transacciones son objeto de análisis, se determina su inclusión o no en el 
enfoque simplificado y, en el caso de que lo esté, la retribución que le 
corresponde de acuerdo con el Importe B.  

4.3.3. Algunas consideraciones sobre la metodología del enfoque simplificado 

Más allá de la complejidad que plantea la determinación del rendimiento en el 
enfoque simplificado, se trata de una metodología que, en algunos puntos 
relevantes, no está totalmente alineada con las prácticas comunes que en 
materia de comparabilidad se llevan a cabo tanto por contribuyentes como por 
Administraciones Públicas, al menos, en un ámbito europeo.  

Así, además de destacar el peso que en el enfoque adquieren los criterios 
estadísticos, se observa que, dentro de los factores de comparabilidad, se da 
especial relevancia a los denominados indicadores de intensidad de los factores, 
mientras que las características de los bienes transferidos y las circunstancias 
económicas (en particular, el sector económico y la localización geográfica) se 
diluyen en mayor medida en contraste con los criterios tradicionalmente 
empleados. 

Diferenciaciones geográficas 

Si se atiende a los criterios de búsqueda empleados para la construcción de la 
matriz de resultados, que se enumeran en el Anexo A del Informe, se pone de 
manifiesto que el estudio de comparabilidad elaborado no incluye ningún criterio 
geográfico, a diferencia de lo que es común en esta materia.  

 
7 https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/support-materials/2024/02/pillar-one-amount-

b_41a41e1e/statement-qualifying-jurisdiction-definitions-section-5-2-section-5-3-simplified-streamlined-

approach.pdf  
8 https://www.oecd.org/en/topics/sub-issues/transfer-pricing/pillar-one-amount-b.html#pricing-

automation-tool 
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Las únicas diferenciaciones geográficas que se plasman en la metodología del 
enfoque simplificado se refieren a la existencia de distintos límites máximos en 
el contraste de los resultados de la matriz en términos de rentabilidad sobre 
gastos operativos y al mecanismo de disponibilidad de datos. Más allá de ello, 
los comparables del set global tienen diferentes procedencias geográficas y los 
mismos sirven como base para determinar la remuneración acorde con el 
enfoque simplificado de todas las entidades con independencia de la jurisdicción 
donde esté situada la tested party.  

Cabe destacar, además, que las jurisdicciones a las que se aplican ambas 
diferenciaciones son distintas – en el entendido de que también lo es la 
racionalidad que subyace en los distintos ajustes –, lo que añade complejidad al 
exigir manejar distintos listados para determinar los elementos de la metodología 
de valoración.  

La diferenciación de industrias 

Otra de las principales diferencias que, respecto de las prácticas comunes en 
comparabilidad, cabe destacar en relación con los criterios de búsqueda 
empleados para la elaboración del set global de resultados es la no utilización 
de un criterio de diferenciación en función de la industria en la que opera la 
entidad más allá de los tres grupos de productos que se delimitan. 

Así, como se refleja en el Anexo A del Informe, los criterios del estudio de 
comparabilidad que identifican la actividad de los potenciales comparables 
parten de la utilización de los dos epígrafes genéricos de códigos de actividad 
NACE que se refieren a la distribución mayorista en general. Una vez llevada a 
cabo la selección manual de comparables, éstos se han dividido en tres grandes 
categorías que agrupan la distribución de diversos productos, constituyendo 
éstos las tres columnas de la matriz de resultados. Como resultado de ello, se 
reconoce una remuneración homogénea a distribuidores de productos muy 
diferentes. Sin embargo, las prácticas tradicionales de comparabilidad identifican 
comparables partiendo de la concreta industria en la que opera la entidad, la cual 
se trata de reflejar en las búsquedas de comparables mediante la introducción 
del código NACE de actividad concreto que se corresponde con las funciones 
que se pretenden valorar, lo que venía resultando en retribuciones diferentes en 
función de la distinta actividad realizada.  

Los indicadores de intensidad de los factores 

En la metodología del enfoque simplificado las diferencias en la remuneración 
no se anclan tanto en las diferencias geográficas y en la diferente actividad o en 
el diferente producto distribuido, sino fundamentalmente en dos indicadores, 
como son la intensidad en gastos operativos y en activos operativos de la 
entidad.   

En este sentido, si bien en la práctica común en comparabilidad a nivel europeo 
en ocasiones se recurre a ratios de diagnóstico basados en los gastos operativos 
para reflejar la funcionalidad de las entidades, ratios basadas en activos son 
utilizadas con menor frecuencia.  

A diferencia de ello, la metodología de remuneración del enfoque simplificado da 
un peso muy relevante a la ratio de intensidad de activos. La misma resulta clave 
para determinar la fila de la matriz que resulta aplicable, determina el porcentaje 
máximo en el contraste basado en gastos operativos y tiene un papel 
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fundamental en el mecanismo de disponibilidad de datos, en el que el porcentaje 
basado en el rating crediticio se pondera en función de los activos operativos del 
distribuidor para determinar el rendimiento ajustado. 

Por lo que se refiere a los gastos operativos, aun cuando también tienen 
incidencia en la determinación de la fila de la matriz de resultados aplicable a la 
tested party, su protagonismo se despliega fundamentalmente en un ámbito 
diferente. En concreto, el resultado de explotación sobre gastos operativos opera 
a modo de indicador de beneficio alternativo que condiciona la remuneración que 
resulta del indicador que se podría denominar “primario”, que es el resultado de 
explotación sobre ventas. 

Así, si bien es cierto que los gastos operativos pueden considerarse un indicador 
adecuado de la funcionalidad de las entidades, no es frecuente en la práctica 
que dicha magnitud se emplee como denominador de un indicador de beneficio 
que opera a modo de contraste y límite del indicador de beneficio que se ha 
considerado apropiado a la vista de las funciones desarrolladas por la entidad, 
utilizando así de manera simultánea dos indicadores que se corresponderían con 
funcionalidades y circunstancias diferentes. 

En cualquier caso, el diferente peso de los activos operativos frente a los gastos 
operativos determina un tratamiento distinto de entidades que podrían tener una 
funcionalidad similar pero que han optado, por ejemplo, por recurrir al alquiler de 
activos en lugar de disponer de activos propios (lo que supone sustituir gastos 
operativos por activos operativos).  

Al mismo tiempo, la identificación de los activos netos puede resultar 
problemática. Los activos netos operativos, de acuerdo con las definiciones del 
Informe, se refieren a los activos fijos tangibles e intangibles, a los que se añade 
el capital circulante. Teniendo en cuenta que los proveedores van a ser entidades 
vinculadas, podría existir el riesgo de que se produzca una distorsión en los 
términos de la cifra de acreedores9.  

4.4.  IMPLEMENTACIÓN Y APLICACIÓN OPTATIVA DEL IMPORTE B 

4.4.1. La voluntariedad de la medida 

El enfoque simplificado se ha aprobado como una medida de carácter voluntario, 
dejando a los países capacidad para decidir sobre su aplicación a las 
transacciones realizadas por distribuidores residentes.  

Al mismo tiempo, a los países que optasen por su aplicación se les dio cierta 
libertad para su configuración. Así, en una jurisdicción que decida implementarlo, 
el Importe B puede adoptar el carácter de safe harbour o ser vinculante para las 
partes objeto de análisis residentes. En el primer caso, los contribuyentes que 
cumplan las condiciones para estar incluidos en el ámbito del enfoque 
simplificado tienen la posibilidad de aplicarlo, sin que la aplicación en sí pueda 
ser cuestionada en ese caso por la Administración tributaria; en el segundo caso, 
los contribuyentes deben aplicarlo a todas las transacciones incluidas en el 
ámbito de la medida, siendo ello también vinculante para la Administración 
tributaria. 

 
9 De cara a mitigar este riesgo, en los cálculos del capital circulante se establece una salvaguarda consistente 

en aplicar una rotación de cuentas por pagar máxima de 90 días (el valor de acreedores no debe exceder del 

resultado de multiplicar el coste de los bienes vendidos por 90 y dividido entre 365).  
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Por otro lado, como se ha indicado anteriormente, las jurisdicciones pueden 
elegir establecer el porcentaje de gastos operativos sobre ingresos que delimita 
el ámbito de la medida en el 20% o en el 30%, dando así una mayor o menor 
extensión al enfoque simplificado.  

La voluntariedad conlleva importantes consecuencias, tanto por lo que se refiere 
a la necesidad de dar publicidad en todo momento de los países adoptantes de 
la medida como en términos de preservar la elección de una jurisdicción de no 
verse afectada por un enfoque que no ha decidido implementar.  

En relación con el primer punto mencionado, y de cara a proporcionar seguridad 
jurídica a los contribuyentes, las jurisdicciones que opten por la aplicación del 
enfoque simplificado a sus partes objeto de análisis deben comunicarlo a la 
OCDE para que ésta pueda proceder a la publicación de dicha información en 
su página web. Estas jurisdicciones deberán igualmente indicar las opciones de 
implementación por las que hubieran optado. También las últimas 
actualizaciones de los Transfer Pricing Country Profiles de los distintos países 
publicados asimismo en dicha página web10 contienen información al respecto.  

En el momento de la publicación de este artículo no existe información sobre la 
implementación del Importe B por ningún país. Únicamente Estados Unidos ha 
expresado públicamente su intención de adoptar la medida. En concreto, la Nota 
2025-04 emitida por el Internal Revenue Service11 anuncia que, con la finalidad 
de reducir las disputas en relación con las actividades básicas de marketing y 
distribución, se está trabajando en una regulación del enfoque simplificado en 
línea con la publicación de la OCDE al respecto. Se prevé la implementación de 
la medida como safe harbour, sin perjuicio de que en el futuro pueda adoptarse 
como medida obligatoria.  

Como también se ha comentado, la voluntariedad exige que, si una jurisdicción 
opta por no aplicar el enfoque optativo, el mismo no le impacte de ninguna 
manera, lo cual ha exigido la definición de unas reglas que se despliegan en las 
diferentes fases por las que puede discurrir la valoración de una operación 
vinculada, como son, valoración y declaración por el contribuyente, 
comprobación del valor declarado por las autoridades fiscales y eliminación de 
la doble imposición en un subsiguiente procedimiento amistoso. Asimismo, se ha 
considerado necesario preservar la incidencia que la metodología podía tener en 
la interpretación del resto de las Directrices.  

4.4.2. La aplicación por los contribuyentes y la Inspección 

La Sección 2 del Informe – que se titula “Consideraciones relativas a la aplicación 
del enfoque simplificado” – contiene una serie de reglas que pretenden preservar 
la opcionalidad del enfoque en el momento de la declaración que deben 
presentar los contribuyentes.  

Así, de acuerdo el párrafo 8, los contribuyentes no deben aplicar el Importe B 
para justificar que el resultado de sus operaciones vinculadas se ajusta al 
principio de libre competencia al presentar su declaración en jurisdicciones que 
no han adoptado el enfoque simplificado. Se especifica que dicha regla es 
aplicable tanto si se trata de una tested party residente en una jurisdicción que 

 
10 https://www.oecd.org/en/topics/sub-issues/transfer-pricing/transfer-pricing-country-profiles.html 
11 https://www.irs.gov/pub/irs-drop/n-25-04.pdf  
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no haya adoptado el Importe B como en el caso de una contraparte residente en 
una jurisdicción que no haya optado por su aplicación.  

Teniendo en cuenta que la valoración de una operación vinculada no puede, por 
definición, ser diferente en la parte que compra la mercancía (la tested party en 
estos casos) y en la parte que vende esa misma mercancía (la contraparte), esta 
regla determinará que, en casos de asimetrías en la aplicación del enfoque 
simplificado, el contribuyente tendrá que declarar un valor que, salvo que el 
mismo se pueda justificar tanto mediante la metodología del enfoque simplificado 
como por las reglas del resto de las Directrices, supondrá no ajustarse a las 
reglas aplicables en alguna de las dos jurisdicciones y podría ser abordado por 
la inspección correspondiente.  

Dichas situaciones se resolverán, en el caso de que el contribuyente plantee un 
procedimiento amistoso, de acuerdo con las reglas que se recogen en el Informe 
y que se describen a continuación. 

4.4.3. La aplicación en la eliminación de la doble imposición 

La voluntariedad tiene igualmente una importante incidencia en la eliminación de 
la doble imposición que puede generarse en la aplicación del enfoque 
simplificado y, por tanto, en los procedimientos amistosos. Los principios que 
deben regir estas situaciones se recogen en la Sección 8 del Informe dedicada 
a la seguridad jurídica y eliminación de la doble imposición.  

Como regla general, si una o más jurisdicciones implicadas en el ajuste que 
motiva un procedimiento amistoso o un subsiguiente arbitraje no ha optado por 
la aplicación del Importe B, el contribuyente que solicita estos procedimientos o 
las autoridades competentes que participan en los mismos deben defender su 
posición basándose exclusivamente en el resto de las Directrices. En esos 
casos, no se podrá considerar que el resultado de la aplicación del enfoque 
simplificado lleva a un resultado aceptable a los efectos de dicho procedimiento 
amistoso. 

De cara a ejemplificar las reglas anteriores, el informe plantea dos situaciones 
en las que puede surgir una doble imposición, que reflejan las situaciones 
complejas en las que se pueden encontrar las partes residentes en jurisdicciones 
con asimetrías en la implementación del Importe B al declarar la operación 
vinculada a las que se ha hecho referencia anteriormente. 

La primera es aquella en la que el enfoque simplificado ha sido adoptado por un 
contribuyente en una jurisdicción que ha elegido aplicarlo y la jurisdicción de la 
contraparte lleva a cabo un ajuste basado en el resto de las Directrices. 

En este caso, se prevé que el contribuyente pueda solicitar la eliminación de la 
doble imposición generada por el ajuste a la jurisdicción que aplica el enfoque 
simplificado, en cuyo caso, si el ajuste primario estuviera debidamente 
fundamentado de acuerdo con el resto de las Directrices, la autoridad 
competente de dicha jurisdicción debería eliminar la doble imposición mediante 
la realización de un ajuste correlativo.  

Si no fuera posible realizarlo, se sustanciará un procedimiento amistoso, en el 
cual el contribuyente y las autoridades competentes de las jurisdicciones 
afectadas deberán defender su postura de acuerdo con el resto de las 
Directrices, sin perjuicio de que pueda darse la circunstancia de que el resultado 
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de la aplicación del enfoque simplificado sea consistente con el resultado que 
pueda derivarse de la aplicación del resto de las Directrices.  

El otro caso que se propone como ejemplo de doble imposición derivada de una 
asimetría en la aplicación del enfoque simplificado es aquel en el que el enfoque 
simplificado sea vinculante en una jurisdicción y ésta realiza un ajuste primario 
en un contribuyente que no lo ha aplicado o no lo ha aplicado correctamente. 

En este segundo supuesto, la autoridad competente de la jurisdicción que ha 
realizado el ajuste debe sustanciar su posición basándose en el resto de las 
Directrices. 

Sin embargo, partiendo de que un procedimiento amistoso tiene como finalidad 
alcanzar una solución que elimine la doble imposición, el Informe matiza todo lo 
anterior y no excluye la posibilidad de que, en los casos expuestos, las 
autoridades competentes resuelvan el procedimiento aplicando las reglas del 
enfoque simplificado a pesar de que las jurisdicciones no lo hayan adoptado.  

A tal efecto, se prevé que, aun cuando una jurisdicción no haya optado por la 
aplicación generalizada del enfoque simplificado a sus tested parties, nada obsta 
para que pueda efectuar un ajuste correlativo que refleje el resultado del mismo 
caso a caso si entiende que dicho enfoque lleva a un resultado aceptable en ese 
caso específico. También se prevé la posibilidad de se adopten acuerdos entre 
autoridades competentes para resolver la doble imposición que pueda generarse 
en operaciones vinculadas entre partes residentes en ambos Estados mediante 
un ajuste correlativo que responda a dicho enfoque simplificado, manteniéndose 
siempre – como no podía ser de otra forma – la capacidad de verificar que la 
transacción cumple las condiciones para que se aplique el Importe B y que el 
enfoque se ha adoptado de manera correcta. 

4.4.4. El compromiso político con ciertas jurisdicciones 

Con independencia de las reglas generales de aplicación del enfoque 
simplificado, y con vistas a alcanzar uno de los objetivos que debía presidir los 
trabajos del Importe B, como era atender especialmente a aquellas jurisdicciones 
que podían contar con una menor capacidad al disponer de unos recursos más 
limitados, los miembros del Marco Inclusivo plantearon la adopción de un 
compromiso político respecto de ciertas jurisdicciones.  

Este compromiso se refleja expresamente en la Introducción del Informe y, de 
acuerdo con los términos ahí redactados, se concreta en respetar el resultado 
que se deriva de la aplicación del enfoque simplificado a transacciones dentro 
de su ámbito de aplicación si éste es aplicado por jurisdicciones de baja 
capacidad y en adoptar todos los pasos razonables para eliminar la doble 
imposición potencial que pueda surgir como consecuencia de la aplicación del 
mismo por dichas jurisdicciones. El compromiso está sujeto a la legislación 
doméstica y prácticas administrativas de los distintos países y se condiciona, 
salvo que expresamente los países decidan lo contrario, a la existencia de un 
Convenio Fiscal bilateral en vigor entre las jurisdicciones afectadas.  

A lo largo de 2024 se ha publicado el listado de jurisdicciones que estarían 
cubiertas por dicho compromiso, uno de los principales elementos que quedaron 
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pendientes en el Informe sobre el Importe B12.  El documento publicado explica 
que se sustituye el término jurisdicciones de baja capacidad por el de covered 
jurisdictions. Ello está relacionado con la extensión del compromiso a ciertos 
miembros de la OCDE y G20 inicialmente excluidos del mismo y la aclaración 
tiene la finalidad de evitar que se entienda que las jurisdicciones finalmente 
cubiertas por este especial acuerdo son necesariamente de baja capacidad.  

Así, si bien en un principio los países incluidos en el compromiso político debían 
ser jurisdicciones del Marco Inclusivo que, de acuerdo con la clasificación del 
Banco Mundial, tuvieran la consideración de países con ingresos medios y bajos, 
siempre que se cumpliera que no fueran jurisdicciones de la Unión Europea, la 
OCDE o del G20, en un momento dado se permitió a los países de la OCDE y 
G20 que cumplieran la condición de ingresos señalada, ser abarcados por el 
compromiso si antes de marzo de 2024 expresaban su deseo de aplicar el 
Importe B.  

En virtud de dicha excepción el compromiso alcanzaría finalmente a Argentina, 
Brasil, Costa Rica, Mexico y Sudáfrica si los mismos finalmente implementaran 
el enfoque simplificado (hasta el momento solo han expresado su deseo de 
implementarlo).  

Finalmente, se ha publicado un listado de 67 países que se incluirían en el 
compromiso político. El que un país se incluya en la lista no implica que esté 
obligado a adoptar el enfoque simplificado o que lo vaya a adoptar. La inclusión 
en el listado determina que, en la medida en que esos países adopten el Importe 
B, su aplicación con contrapartes residentes en jurisdicciones que hayan 
asumido el compromiso político debe respetarse por estas siempre que exista 
un Convenio Fiscal en vigor entre ambas jurisdicciones.  

El otro elemento en el que ha trabajado el Marco Inclusivo a lo largo de 2024 ha 
sido en la elaboración de un modelo de acuerdo entre autoridades competentes 
para la aplicación del enfoque simplificado, el cual ha sido también objeto de 
publicación en la página web de la OCDE13. El modelo incluye lenguaje sugerido 
y provisiones opcionales para que los países puedan adaptar el acuerdo a las 
circunstancias del Tratado bilateral que resulte aplicable. El mismo pretende 
facilitar la implementación del compromiso político, si bien puede igualmente 
emplearse respecto de otras jurisdicciones no incluidas en el compromiso si 
estas desean acordar la aplicación del enfoque simplificado en las transacciones 
que tengan lugar entre sus residentes. 

4.4.5. La no inferencia en el resto de las Directrices 

El Informe sobre el Importe B se refiere en diversos puntos a la naturaleza que 
debe atribuirse al resultado del enfoque simplificado.  

Así, se destaca que se trata de un enfoque que se basa en las Directrices de la 
OCDE y, en concreto, en sus Capítulos I a III y en la sección E del Capítulo IV, 
dedicada a los regímenes de protección o safe harbours, por su denominación 
en inglés. También se indica que se considera que el enfoque lleva a un 

 
12 https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/publications/support-materials/2024/02/pillar-one-amount-

b_41a41e1e/statement-covered-jurisdiction-definition-inclusive-framework-commitment-amount-b.pdf 
13 https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/topics/policy-issues/cross-border-and-international-

tax/mcaa-pillar-one-amount-b.pdf 
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https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/en/topics/policy-issues/cross-border-and-international-tax/mcaa-pillar-one-amount-b.pdf&g=ZTI1YjMzMmMyY2UyNjUwNg==&h=NjE4YjU0OWMwNGI5MTgwMzQwNzFjYzAwNzY3OWI4MmU1Nzg0Y2YyNzUwODgzMjdmOWU4ZDExMDg5MmQwNTE5ZA==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo5NTI3ZmIzM2Q5MTM1MTZkNWYzMjk3ZmY1ZTE5NGJlZjp2MTpwOlQ=
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resultado que constituye una aproximación al principio de libre competencia para 
las transacciones que se incluyen en su ámbito de aplicación.  

Sin embargo, esta última afirmación se matiza dependiendo de si las 
jurisdicciones han adoptado o no la medida, reconociéndose asimetrías también 
en relación con este aspecto. Así, tal y como se refleja el párrafo 6 del Informe, 
en aquellas jurisdicciones que eligen aplicar el enfoque simplificado a tested 
parties residentes se considerará que el enfoque proporciona un resultado 
ajustado al principio de libre competencia mientras que, en las jurisdicciones que 
optan por no aplicarlo, el enfoque no se considerará que proporciona un 
resultado de libre competencia a los efectos del artículo 9 del Modelo de 
Convenio y por extensión al artículo 25. 

Por último, de cara a dejar claro que el enfoque simplificado no debe tener 
incidencia más allá de su ámbito de aplicación, varios puntos del Informe recogen 
lo que se podría denominar el principio de no inferencia de la medida. Para 
conseguir su finalidad, este principio se despliega, por un lado, en relación con 
transacciones no incluidas en el ámbito de aplicación del Importe B y, por otro 
lado, respecto de las jurisdicciones que no lo hayan adoptado en relación con 
cualquier transacción vinculada. Estas aclaraciones llevan a enfrentar en el 
Informe en reiteradas ocasiones el “enfoque simplificado” y “resto de las 
Directrices”.  

Ya la propia introducción del Informe señala que nada en la guía debe 
entenderse como una revisión de los principios generales incluidos en el resto 
de las Directrices ni debe usarse para interpretar la aplicación del resto de las 
Directrices respecto de cualquier transacción. 

El párrafo 9, dentro del Apartado “Consideraciones relativas a la aplicación del 
enfoque simplificado”, desarrolla algo más esta idea cuando señala que la 
valoración de transacciones que no se incluyen en el ámbito de aplicación del 
Importe B debe realizarse en todo caso de acuerdo con el resto de las Directrices 
y recoge la siguiente cautela: el hecho de que una actividad no se incluya en el 
Importe B no puede interpretarse en el sentido de entender que esa actividad 
debe generar rendimientos mayores o menores de los que se derivarían de la 
medida ni que los rendimientos del Importe B sean un máximo o mínimo para las 
actividades de distribución en general.  

La idea se reitera nuevamente al desarrollarse la determinación del rendimiento 
en el enfoque simplificado. Así, el párrafo 43 indica que la metodología y la guía 
contenida en esa sección, incluyendo a tal efecto tanto la matriz de resultados 
como los ajustes consistentes en el contraste basado en gastos operativos y el 
mecanismo de disponibilidad de datos (y los términos en los que se basan dichos 
elementos) son específicos para la aplicación del enfoque simplificado. Y, por si 
quedaran dudas, se aclara que, ni la inclusión del contraste basado en gastos 
operativos, ni el mecanismo de disponibilidad de datos, ni ninguna característica 
individual de dichos elementos debe interpretarse entendiendo que los mismos 
se incluirían en la aplicación del método más apropiado de acuerdo con el resto 
de las Directrices respecto de ninguna transacción. 

Por tanto, el Informe deja claro que, respecto de las jurisdicciones que no han 
adoptado el enfoque simplificado, no cabe fundamentar en el Importe B o en sus 
elementos ninguna pretensión relativa a la valoración de cualquier tipo de 
transacción esté o no incluida en el ámbito de la medida. 
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4.5.  VALORACIÓN DEL ENFOQUE SIMPLIFICADO A LA VISTA DE LOS 
OBJETIVOS PERSEGUIDOS 

Sin perjuicio de la dificultad que plantea el valorar una medida que todavía no ha 
sido aplicada y respecto de la que no hay experiencia práctica alguna, a 
continuación, se van a tratar de reflejar ciertas reflexiones acerca de en qué 
medida el Informe aprobado por la OCDE podría satisfacer los objetivos 
anunciados cuando se iniciaron los trabajos.  

La medida perseguía una simplificación y, de hecho, recibe el nombre de 
enfoque simplificado. La principal simplificación que supone el Importe B 
consiste en la no necesidad de elaborar una comparabilidad por los 
contribuyentes de cara a justificar el valor de las transacciones incluidas en su 
ámbito de aplicación.  

Sin embargo, a pesar de ello, los trabajos sobre el Importe B han culminado en 
la aprobación de una metodología que entraña una complejidad considerable.  

Por un lado, la medida incluye diferentes elementos y ajustes que se basan en 
variables que en las metodologías de valoración más tradicionales muchas 
veces no eran utilizadas. A partir de esas variables, la determinación del 
rendimiento requiere la realización de numerosos cálculos, en ocasiones, no 
sencillos. La complejidad y multiplicidad de los cálculos necesario se ha venido 
a mitigar mediante la creación de una herramienta que determina el rendimiento 
derivado del enfoque simplificado de manera automática una vez introducidas 
las variables necesarias. Y lo hace desarrollando los diferentes pasos que se 
siguen para determinar cada uno de los elementos de la metodología de 
valoración. Si bien con ello se favorece la transparencia, un vistazo a las hojas 
Excel que resultan de la herramienta pone de manifiesto la complejidad del 
mecanismo.  

Por otro lado, en caso de que fuera necesaria una segmentación previa para la 
aplicación de la metodología de valoración a una transacción concreta – ya sea 
porque hay actividades excluidas, ya sea porque se distribuyen varios productos 
y resulta necesario aplicar diferentes grupos de los contemplados en la matriz –
, dicha segmentación no solo deberá alcanzar los ingresos y los gastos de cada 
actividad, sino también los activos y su descomposición en las diferentes partidas 
que son necesarias para los cálculos, lo que puede dificultar esta labor que, en 
sí misma, ya suele resultar complicada.  

Una complejidad adicional que implica el mecanismo deriva de la existencia de 
elementos en la metodología de valoración que incluyen diferenciaciones 
geográficas o son solo aplicables a determinadas jurisdicciones. En cada 
modulación, en general, subyace una racionalidad distinta, lo que ha 
determinado que haya que manejar hasta tres listados de jurisdicciones 
diferentes para la determinación del rendimiento resultante del enfoque 
simplificado.  

Otro de los objetivos perseguidos con el Importe B era favorecer la seguridad 
jurídica y la reducción de los conflictos. Es cierto que, en el supuesto de que 
tanto la jurisdicción de la tested party como la de la contraparte hayan adoptado 
ambas el enfoque simplificado, sí podría darse la circunstancia de que los 
elementos sujetos a disputas fueran más reducidos que en los casos en que la 
valoración de las transacciones se rija por el resto de las Directrices. En esos 
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casos, las discrepancias sobre la inclusión de una determinada transacción en 
el ámbito objeto de aplicación del enfoque, teniendo en cuenta que éste se ha 
definido mediante un criterio objetivo de gastos operativos, podrían ser más 
limitadas. También lo podrían ser los conflictos relativos a la remuneración a 
reconocer a las entidades, ya que las disputas se centrarían en verificar que los 
datos financieros introducidos son los correctos, que la categoría o las categorías 
de productos son las adecuadas, que las variables han sido calculadas 
debidamente y, en su caso, que la segmentación realizada es razonable, sin 
necesidad de discutir sobre los comparables más fiables y representativos.   

Sin embargo, la voluntariedad de la medida y las asimetrías de aplicación a las 
que la misma puede llevar son probablemente los elementos que en mayor 
medida dificultan su aplicación y complican el alcance del objetivo de favorecer 
la seguridad jurídica, prevenir disputas y contribuir a la resolución de las mismas 
de una manera más eficiente.  

Así, además del reto que para la seguridad jurídica supone la necesidad de dar 
publicidad a la adopción del enfoque por las distintas jurisdicciones, para las 
multinacionales con filiales en distintos países, la implementación por unos del 
enfoque y no por otros implicará sin duda retos de cara a justificar el valor de las 
transacciones intragrupo que, en algunos casos, exigirán la aplicación de 
diferentes metodologías no fácilmente conciliables entre sí.  

Ya se ha analizado cómo la asimetría en la adopción del enfoque simplificado 
por las jurisdicciones en las que se encuentran las partes de una transacción 
vinculada podría resultar problemática en relación con los contribuyentes que 
deseen declarar la operación en ambas jurisdicciones respetando las reglas 
vigentes en cada una de ellas, en particular, si la jurisdicción que ha 
implementado el Importe B lo ha hecho con carácter imperativo. Salvo que los 
contribuyentes sean capaces de valorar la transacción de manera consistente de 
acuerdo con el enfoque simplificado y según el resto de las Directrices, los 
valores declarados podrían ser abordados por la Inspección por no aplicarse la 
metodología exigida. Por tanto, la voluntariedad de la medida y la necesidad de 
establecer reglas que preserven la libertad de las jurisdicciones en ese sentido 
difícilmente redundarán en una reducción de la conflictividad, ya que la asimetría 
de implementación podría en sí misma generar conflictos.  

Sin duda, el objetivo que en mayor medida se ha alcanzado, en particular si el 
compromiso político fuera adoptado de manera generalizada por los miembros 
del Marco Inclusivo, es el de facilitar a jurisdicciones con baja capacidad la 
aplicación de los precios de transferencia de las transacciones incluidas en el 
Importe B. Estas jurisdicciones, una vez implementen el enfoque simplificado, 
requerirán menos recursos para verificar el cumplimiento de las obligaciones 
derivadas de la aplicación del principio de libre competencia por sus tested 
parties residentes, sin tener que recurrir a bases de datos externas ni a la 
realización de estudios de comparabilidad. Y la aplicación del enfoque 
simplificado no será cuestionado por las jurisdicciones que operen como 
contraparte de las operaciones vinculadas de sus distribuidores residentes a 
pesar de que dichas jurisdicciones no lo hayan aplicado, siempre dejando a salvo 
la posibilidad de que se cuestione su correcta y debida aplicación por las 
entidades. 
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En cualquier caso, habrá que esperar algún tiempo para hacer una valoración 
definitiva de la medida. En el momento de escribir este artículo se desconoce las 
jurisdicciones que van a adoptar el enfoque simplificado, siendo ello un elemento 
fundamental para el despliegue de efectos de la medida. En este sentido, una 
adopción generalizada de la misma sin duda favorecería el cumplimiento de los 
objetivos para los que se concibió, ya que en ese caso decaerían los problemas 
derivados de las asimetrías de aplicación y las dificultades que conllevan las 
reglas que pretenden preservar la voluntariedad de la medida que, como se ha 
expuesto, constituyen uno de los principales obstáculos para la simplificación y 
reducción de conflictos pretendida por el Importe B.  
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